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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

La exigencia legal

En la ley 43 del 13 de diciembre de 1990, " Por la cual se adiciona la ley 145 de 1960, reglamentaria de la profesión de contador público y se dictan otras disposiciones ", se lee:

"Artículo 13. Además de lo exigido por leyes anteriores, se requiere tener la calidad de Contador Público en los siguientes casos:

1. Por razón del cargo.

a) Para desempeñar las funciones de (...) auditor interno en toda clase de sociedades, para las cuales la ley o el contrato así lo determinen.

b) En todos los nombramientos que se hagan a partir de la vigencia de esta ley para desempeñar el cargo de (...) auditor interno, en entidades privadas (...)".

El pronunciamiento de la Junta Central de Contadores

La Junta Central de Contadores, mediante su circular externa número 004, del 18 de diciembre de 1991, sentó la siguiente posición:

"(...) Con ocasión de las numerosas consultas elevadas ante esta entidad sobre los requisitos del cargo de auditor en los sectores público y privado, este despacho se permite precisar el alcance de los artículos 12 y 13 de la Ley 43 de 1990.

(...) En cuanto al sector privado, el artículo 13 de la ley en comento preceptúa que se requiere la calidad de Contador Público para desempeñar funciones de auditor (...) interno en toda clase de sociedades, y para desempeñar el cargo de auditor interno. Nótese que el legislador ha adoptado un criterio dual, para establecer la exigencia que nos ocupa, en forma tal que no es únicamente el nombre del cargo sino también, y principalmente, la naturaleza del mismo, lo que determina la obligatoriedad de la calidad profesional del Contador Público, que se acredita con la correspondiente Tarjeta Profesional.

Ahora bien, dado que el legislador no ha definido qué se entiende por Auditoría, será necesario acudir, como lo dispone el artículo 29 del código civil, al sentido que le dan quienes profesan la ciencia contable, que no es otro que el de ser un cargo creado con el fin primordial de lograr un mayor control sobre las distintas operaciones efectuadas por el ente social.

(...)La Auditoría Interna por su parte, es una actividad dentro de la Empresa para la evaluación de la organización y el control y para la revisión de las operaciones, en especial de aquellas que tienen repercusión en la información contable y financiera como base para proporcionar un servicio a la dirección; es un órgano dependiente de la administración, que funciona con el propósito de evaluar y vigilar la efectividad de los controles establecidos por la administración; en últimas, es un control de controles.

(...) La función primordial de la Auditoría Interna es la de vigilar los controles establecidos en la empresa mediante la revisión de la información contable y financiera y de la evaluación de la organización, para detectar los problemas del control interno y establecer las medidas de protección de los intereses de la compañía, promoviendo simultáneamente la eficiencia de la operación. "

OBLIGATORIEDAD DE LA INTERPRETACION REALIZADA POR LA JUNTA

El principio de la competencia

Tal como lo enseña el artículo 122 de la Constitución Política de Colombia:

"No habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en la ley o reglamento.".

La regla transcrita coincide con la que contemplaba, en su artículo 63, la Constitución Política de 1886.

El señalamiento de tales funciones determina la competencia del funcionario:

"(...) La competencia administrativa suele definirse como la atribución que por ministerio de la ley tienen algunas personas u órganos del Estado para conocer y decidir de determinado asunto de la administración pública. (...)" [Consejo de Estado, Sala Plena, sentencia de octubre 1º de 1990, magistrado ponente: Amado Gutiérrez Velásquez]

Ahora bien: determinada la competencia de una persona u órgano, es necesario circunscribirse a ella para no incurrir en responsabilidad. Así lo prescribe el artículo 6º de nuestra Constitución Política, cuando dice:

"Los particulares solo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones."

La interpretación con autoridad

Como una consecuencia obvia de la aplicación de la ley, todos aquellos que la ejecutan se ven en la necesidad de interpretarla.

Pero únicamente el legislador puede realizar una interpretación con autoridad.

Tal competencia exclusiva le es asignada por el artículo 25 del Código Civil, en el cual se lee:
"La interpretación que se hace con autoridad para fijar el sentido de una ley oscura, de una manera general, sólo corresponde al legislador."

La interpretación doctrinal

Reforzando lo anterior, cabe indicar que la interpretación por vía de doctrina, se realiza en casos particulares y no de manera general o abstracta. En tal sentido, el artículo 26 del Código Civil enseña:

"Los jueces y los funcionarios públicos, en la aplicación de las leyes a los casos particulares y en los negocios administrativos, las interpretan por vía de doctrina, en busca de su verdadero sentido, así como los particulares emplean su propio criterio para acomodar las determinaciones generales de la ley a hechos e intereses peculiares.

Las reglas que se fijan en los artículos siguientes deben servir para la interpretación por vía de doctrina. "

Valor de los conceptos expresados al atender consultas

Teniendo en cuenta que la Junta Central de Contadores, en la circular que nos ocupa, alude al gran número de consultas que se le han formulado al respecto, conviene recordar lo dispuesto por el inciso final del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, conforme al cual:

"Las respuestas en estos casos no comprometerán la responsabilidad de las entidades que las atienden, ni serán de obligatorio cumplimiento o ejecución. "

Conclusión

Así las cosas, debe afirmarse que la opinión de la Junta Central de Contadores sobre la auditoría interna de ninguna manera constituye un interpretación con autoridad, pues no es competente para ello.

EL DERECHO DE LAS PROFESIONES

Antes de seguir adelante con el análisis de la interpretación realizada por la Junta Central de Contadores sobre el alcance de la ley 43 de 1990 con relación a la auditoría interna, conviene recordar los principios básicos del Derecho de las Profesiones, ya que tales principios deben ser tenidos en cuenta al desentrañar el sentido de dicha ley.

Las enseñanzas de la Corte Suprema de Justicia

Al declarar inexequible la ley 21 de 1990, la Corte Suprema de Justicia explicó:

"(...) corresponde exclusivamente al legislador ya sea ordinario o extraordinario debidamente facultado para ello, reglamentar el ejercicio de las profesiones, definiendo en cada caso qué debe entenderse por la profesión a que se refiere, señalar el título de idoneidad que se exige, forma de acreditarlo, entidad a la que corresponde confrontar su cumplimiento, etc.

Ahora bien, la facultad de reglamentación de las profesiones tanto como la de exigir títulos de idoneidad tienen varias finalidades:

a) Proteger a las personas que se han capacitado para desarrollar determinada actividad, de las personas que quieren desempeñarse como tales sin haber obtenido los méritos para hacerlo. Capacidad que es más de conocimientos, como los que se transmiten en universidades, colegios o centros especializados, que de talento natural.

b) Proteger a la colectividad en general para que no resulte afectada por el inadecuado ejercicio de estas profesiones, asegurando que las personas que se anuncian para ello están en la capacidad suficiente para desempeñarse en ese campo, es decir son idóneas y proteger así a toda la sociedad controlando las profesiones para que con esas labores o actividades no se cause daño o perjuicio a terceros y no se atente contra las buenas costumbres, la salud o la integridad física de las personas. "[Corte Suprema de Justicia, Sala Plena, sentencia de febrero 7 de 1991, magistrado ponente: Jaime Sanín Greiffenstein].

La idoneidad

Como se ve, esa protección dual, la del profesional y la de la comunidad a la cual presta sus servicios, se justifica en la idoneidad para ejercer una disciplina.

En ese orden de ideas, el inciso 1º del artículo 26 de la Constitución Política de Colombia consagra:

"Toda persona es libre de escoger profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad. Las autoridades competentes inspeccionarán y vigilarán el ejercicio de las profesiones. Las ocupaciones, artes y oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que impliquen un riesgo social. "

Principio de idoneidad cuya necesidad se encontraba muy clara en la mente de los redactores del decreto 2373 de 1956, reglamentario de la profesión de contador público, decreto que sin duda es el origen de las construcciones jurídicas que hoy rigen la materia:

"En desarrollo de estas ideas, el proyecto entra a proteger la profesión desde el ingreso mismo a su seno, que está sometido al cumplimiento de determinados requisitos con los cuales se quiere asegurar respecto del candidato un mínimo de preparación técnica y de idoneidad moral que lo hagan digno de las prerrogativas legales del profesional regular." [Gabino Pinzón, La Reglamentación Legal de la Contaduría, Revista El Contador Público, número 9, Bogotá 1955, página 18].

LA IDONEIDAD DEL CONTADOR PÚBLICO

Lo específico de la Contaduría Pública

Con frecuencia solemos deducir la idoneidad de un profesional con base en los cargos o funciones que desempeña. Pero lo más adecuado es preguntarnos por el conocimiento adquirido en la vida académica.

Así, el legislador, cuando exige títulos de idoneidad, antes que considerar una práctica, privilegia un plan de estudios que enfatiza en cierta área del conocimiento humano.

En nuestro entender, lo específico de la contaduría pública, ámbito ciertamente más estrecho que lo simplemente relacionado con ella, se encuentra claramente expuesto en el artículo 35 de la ley 43 de 1990, cuando afirma:

"(...) La Contaduría Pública es una profesión que tiene como fin satisfacer necesidades de la sociedad, mediante la medición, evaluación, ordenamiento, análisis e interpretación de la información financiera de las empresas o los individuos, sobre los cuales se basan las decisiones de los empresarios, inversionistas, acreedores, demás terceros interesados y el Estado acerca del futuro de dichos entes económicos. (...)"

En ciertos círculos se produce un verdadero espanto cuando, como lo hace el legislador, se centra al contador público en la información financiera. Se piensa que en esto puede haber una especia de capitis deminutio. Pero no. Mucha falta hace a la comunidad expertos en la disciplina contable, que hay que contar con las manos, pues varios profesionales han emigrado al dominio de otras disciplinas, olvidando lo propio.

El reto

En estos tiempos en los cuales, ante los esfuerzos dirigidos a la organización de nuevas instituciones de control y las propuestas de cambio sobre el marco profesional de otras disciplinas, que sensibilizan en grado sumo - con razón - a los contadores públicos, es importante recordar que el compromiso primario deben adquirirlo con lo que les es propio. En la XIX Conferencia Interamericana de Contabilidad [Buenos Aires, 1991] se sostuvo:

"(...) Así, la contabilidad aparece, en lo substancial, todavía ligada a un modelo de empresa y administración generado en los primeros treinta años de este siglo. En esa época, adscribir a ese modelo era congruente con las ideas sociales y con la práctica gerencial imperante; lo que hizo que la contabilidad fuera una herramienta útil a la gerencia, especialmente en años en que el aspecto financiero era casi determinante en los negocios. Sin embargo, en los años que siguieron el problema fundamental que enfrentó la gerencia cambió de lo financiero a los costos de producción y más tarde a la lucha por los mercados. Hoy la lucha por los mercados dejó de ser nacional para convertirse en internacional y la gerencia además enfrenta la problemática del comportamiento humano en sus organizaciones, la multiplicidad de ambientes, las presiones por las responsabilidades sociales, la revolución tecnológica y el creciente desarrollo de la información y las comunicaciones.

Este cambio en el comportamiento de la gerencia está, en alto grado, generando un mayor desarrollo educativo y su mayor nivel de compromiso con el bienestar social.

La teoría y la práctica administrativa cambiaron profundamente desde las ideas imperantes a comienzos del siglo para adaptarse a las nuevas circunstancias. Reseñar ese cambio excede a los propósitos de este trabajo, sin embargo no puede ser desconocido. Desde el modelo de administración y organización de comienzos de siglo; desde las ideas de Taylor y Fayol y las de Pierre Du Pont a las de General Motors, la forma de conceptualizar las organizaciones y la administración ha evolucionado en este último decenio, casi radicalmente. Las conceptualizaciones que surgen para la gerencia desde la teoría de la conducta, la teoría de sistemas, la teoría de la contingencia, la teoría de las agencias o de la práctica gerencial japonesa, ya nada tienen casi que ver con los planteamientos de esa época. La administración contemporánea ha sufrido una profunda transformación y seguirá cambiando si la empresa actual quiere subsistir en un mundo radicalmente diferente a causa del avance científico-tecnológico, los cambios político-sociales, la internacionalización de los negocios y la revolución de las comunicaciones y de la información.

De lo dicho podemos constatar un peligro grave para la contabilidad: existe un profundo divorcio entre el modelo de administración subyacente en ella y el modelo actual de empresa y administración. No obstante, este peligro puede y debe ser encarado, también, como un gran desafío: salvar la brecha. (...)" [Carlos Álvarez P., Jorge Fernández C., María Teresa García C., Aquiles Limone A., Contabilidad para el control de la gestión operativa: un análisis crítico frente a los desafíos de la administración contemporánea. Ponencia de la delegación chilena, preparada en Valparaíso en mayo de 1991]

La preparación en auditoría

Ha hecho carrera la idea de que el contador público es el profesional mejor capacitado para desempeñar funciones de auditoría.

Semejante concepción solo es admisible si por auditoría se entiende el examen de estados financieros y otros asuntos afines.

Pretender que un contador público es el mejor para evaluar el comportamiento de aparatos eléctricos o electrónicos, o el desarrollo de construcciones, o el desenvolvimiento de acciones judiciales, o la realización de intervenciones quirúrgicas, no pasa de ser un criterio equivocado, contrario al principio de idoneidad que inspira el Derecho de las Profesiones.

La preparación académica del contador público en auditoría es pequeña y además, se centra en la auditoría financiera.

Al menos así se deduce de los estudios realizados sobre el particular, como por ejemplo en el trabajo elaborado por Leonor Rivera Medina, Nancy Pérez Toscano, María Consuelo Silva de Carrillo y Carlos Alfredo Fitzgerald Ruiz, titulado "Análisis de la Formación Académica y el Perfil del Contador Público Colombiano " [Cúcuta, 1987].

El trabajo en mención cubrió 29 programas aprobados por el ICFES, es decir el 78% del total. De acuerdo con sus resultados, las horas de clase dedicadas al área de auditoría, tomando la mediana, ascendían solamente al 6.14% del total del plan de estudios.

Circunstancia que expresa de otra manera, el investigador Humberto J. Cubides C., en su trabajo "Evolución de la capacitación y formación de los Contadores Públicos" [Historia de la Contaduría Pública en Colombia Siglo XX, Ediciones Universidad Central, Bogotá 1991, página 7] al revelar que sobre un promedio de 55 materias, las de auditoría representan de 3 a 4 (7,27%).

El debate sobre la profesión de los revisores fiscales

La cruda realidad sobre la preparación de los contadores públicos, ha traído como consecuencia un fuerte debate sobre la conveniencia de reservar a esa profesión el ejercicio de los órganos de fiscalización privada de las sociedades, llámense revisores fiscales, comisarios, síndicos, auditores o de cualquier otra manera. Así, por ejemplo:

"(...) Para el cumplimiento de sus funciones es necesario que los comisarios tengan conocimientos en cuestiones relacionadas con la vida de la sociedad; en especial se requieren conocimientos jurídicos, contables y económicos. La cuestión es del mayor interés y debe esclarecerse cuando se emprenda la urgente adaptación de nuestro Derecho Mercantil a la realidad de la Venezuela actual; esta cuestión es más evidente si se considera el proceso de integración del cual forma parte el país.

Ante la necesaria reforma, debe determinarse si la función de comisario ha de corresponder sólo a los Contadores Públicos, como se ha propuesto, o si debe ser función a cumplirse también por otros profesionales. Es notorio que para ser comisario se requieren conocimientos de contabilidad, al igual que se requiere fundada formación en distintas disciplinas jurídicas, en especial, Derecho Mercantil, Derecho Laboral y Derecho Tributario. En doctrina se ha planteado que la ley encomienda muy diversas funciones, lo que implica la necesidad de que el síndico posea las más variadas aptitudes, cosa difícil de reunir en una sola persona, a punto tal, que casi podría decirse que la sindicatura tendría que ser objeto de una ciencia especial y constituir una profesión nueva, se ha agregado que como tal ciencia no existe, los síndicos se limitan, cada fin de ejercicio, a aconsejar la aprobación de una serie de documentos cuyo contenido frecuentemente desconocen. Estas afirmaciones referidas a la Argentina tienen aplicación en nuestro país; ninguna de las profesiones universitarias da la formación completa para cumplir las funciones de comisario, y no podría darla porque no existe la condición profesional correspondiente. Sostener que sólo pueden ser comisarios los Contadores Públicos, puede entenderse como una reacción bien intencionada frente a la ineficacia de la fiscalización, pero, no parece ser la más conveniente solución. Entendemos que las profesiones más directamente vinculadas con la cuestión en estudio, son las de Contador Público y Abogado, lo que resulta evidente.

La reciente legislación argentina ha solucionado el problema, estableciendo que para ser síndico se requiere ser abogado o contador público, con título habilitante, o sociedad civil con responsabilidad solidaria constituida exclusivamente por estos profesionales. La fórmula argentina nos parece restrictiva; entendemos que hay otros profesionales cuya formación les permite participar como comisario, es el caso de los Administradores Comerciales y los Economistas, esto mediante la experiencia necesaria en las cuestiones mercantiles.

La cuestión que analizamos ha tenido diferentes soluciones en el Derecho Comparado. En Brasil no se exige que sean Contadores, autorizándose al Consejo Fiscal para escoger Contadores que le presten su asistencia en el examen de la contabilidad. En Colombia se exige la condición de Contador Público, previsión contenida en la Ley de ejercicio profesional respectiva; esta solución colombiana es diferente de la tendencia que puede verse en América Latina. Chile, Ecuador, México y Perú no exigen que sean Contadores los Comisarios.

En Italia se acoge una solución intermedia. Una parte de los síndicos debe ser escogida de la lista de revisores oficiales de cuentas; estos revisores son intendentes mercantiles y contables. Esta obligatoriedad es sólo para las sociedades con grandes capitales.

La solución francesa es muy parecida a la italiana, obligando a las sociedades que hacen uso del ahorro público a elegir uno, cuando menos, de sus comisarios entre los que figuran en una lista establecida por las Cortes de Apelación. Estos comisarios se designan en razón de su competencia técnica. Se trata de una reforma acertada inspirada en la práctica inglesa y alemana; a ellos se les denomina Comisarios Admitidos por el Tribunal¯ y son designados en cada Corte de Apelación por una comisión, bien en razón de sus títulos o por haber sido aprobados en un examen. Estas previsiones parecen acertadas.

Resulta lamentable que en la Ley de Mercado de Capitales no se haya aprovechado la oportunidad para regular debidamente la cuestión en estudio. La exigencia de que los comisarios tengan experiencia en asuntos financieros y mercantiles no es una fórmula afortunada; han debido señalarse las profesiones universitarias que antes indicamos. Es posible que por vía reglamentaria se precise el sentido jurídico de tal expresión, dándose su control a la Comisión Nacional de Valores, quien podría llevar un registro de los profesionales hábiles para ser designados comisarios de tan especiales sociedades. En todo caso, la mejor vía es la inclusión de normas expresas en la Ley, cuyo texto se dice ser reformado próximamente.

Como conclusión de las cuestiones consideradas, la pregunta inicial de si deben ser sólo Contadores, pensamos que debe responderse negativamente. (...)" [Levis Ignacio Zerpa, La fiscalización de la  sociedad anónima mediante comisarios en el derecho venezolano, Universidad Central de Venezuela, Caracas 1976, páginas 75 a 79].

LA AUDITORIA INTERNA

El origen

Ha sido tan grande el impacto de la auditoría financiera, que en muchos círculos basta decir auditoría para aludir a aquella.

Semejante fenómeno ha hecho olvidar que las expresiones auditoría externa y auditoría interna son desarrollos, no exclusivos pero si preponderantes, de la auditoría financiera. Así, Holmes definió auditoría interna de la siguiente manera:

"(...) La auditoría interna es la comprobación y valuación de los datos contabilizados. Es una función principal en el control moderno de los negocios. La auditoría interna la llevan a cabo los empleados de planta de una empresa comercial. (...) "[Arthur W. Holmes, C.P.A., Auditoría, Unión Tipográfica Editorial Hispano Americana, Segunda edición en español, México 1972. Tomo I, página 80]

Con mayor detalle, Meigs explica:

"(...) El voluminoso detalle en los registros contables, necesario para llevar a cabo las dispersas operaciones, y la descentralización de las actividades de la compañía matriz, condujo a una función de auditoría encaminada primordialmente a la revisión de las operaciones contables. Antes de la moderna era del equipo de proceso de información, la enorme posibilidad del error humano en la función contable llevó a que muchos ejecutivos reconocieran la necesidad de la verificación independiente de los registros detallados de las operaciones. Consecuentemente, durante muchos años los auditores internos, muchos de ellos auditores viajeros, se ocupaban primordialmente de la verificación detallada de los registros contables, la protección de los activos y el descubrimiento y prevención del fraude. En algunas compañías estos objetivos se han expandido hasta incluir la determinación del grado en que los empleados de las sucursales han seguido las políticas y procedimientos de la compañía tanto en relación con asuntos contables como financieros.

La segunda etapa en la moderna auditoría interna surgió de la creciente responsabilidad asignada a los gerentes financieros por la Comisión de Valores y Bolsa, por lo que respecta a la confiabilidad de los estados financieros publicados. No solo requirieron estas compañías de los servicios de contadores públicos independientes para la verificación de sus estados financieros, sino que muchas de ellas reconocieron la necesidad de efectuar exámenes más detallados para complementar las actividades de los auditores externos. Consecuentemente, se hizo mayor énfasis en la necesidad de la existencia de controles contables que asegurasen la confiabilidad en la información producida. Los reglamentos adoptados por la S.E.C. (Comisión de Valores y Bolsa) fincaron la responsabilidad en la administración de la empresa, sin importar el trabajo que hubiesen efectuado los auditores independientes; esta responsabilidad adicional condujo al deseo de tener mayor seguridad sobre la confiabilidad del sistema de contabilidad.

Muchos departamentos de auditoría interna establecidos o ampliados durante este período, han sido encabezados por personas entrenadas en el campo de la contaduría pública, y es muy natural que los conceptos básicos de la auditoría externa hayan sido llevados a la auditoría interna. (...)" [Walter B. Meigs, Ph. D., C.P.A., Principios de Auditoría, Editorial Diana, México 1981, páginas 145 y 146].

No cabe duda que la dedicación de los auditores internos a la evaluación del sistema contable, justificó que se pensara en reservar tal actividad a los contadores públicos, así como que los auditores financieros externos adoptaran la norma profesional que les permite apoyarse en aquellos, pues, al fin y al cabo, se encontraba identidad de disciplina, identidad de métodos e identidad de objeto.

La evolución

Sin embargo, la auditoría interna, en la medida en la cual los sistemas de contabilidad adquirieron confiabilidad, en gran parte como consecuencia de los beneficios derivados de la utilización de procesadores electrónicos de información, se fue desplazando hacia otras preocupaciones. El Instituto Mexicano de Contadores Públicos explica:

"(...) En los últimos años se ha notado cierta tendencia de parte de los auditores internos, de adoptar el término Auditor operacional.

Esto obedece a que tradicionalmente la auditoría interna se ha ligado a la auditoría financiera. Actualmente se considera que el auditor interno, que no es también operacional, se ha rezagado en su práctica profesional. (...)" [Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C., Comisión de Auditoría Operacional. Auditoría Operacional. México 1990, página 14].

Esa evolución de la función de auditoría interna, ha dado pie para distinguir entre la auditoría interna financiera y la auditoría interna operacional. Cook explica:

"(...) La auditoría operacional está sobre todo orientada hacia el futuro y las mejoras que se pueden hacer; mientras que la auditoría interna financiera se interesa fundamentalmente en el pasado, en la protección proporcionada por los controles existentes, y en la exactitud de la información que aparece en los registros financieros. La auditoría operacional es una extensión de la administración para determinar qué tan bien está funcionando un departamento en relación con los objetivos establecidos. Los auditores estudian cómo se relaciona cada función con la operación general, no para descubrir violaciones de políticas de poca importancia, sino para ayudar a otros a comprender la política y cumplir con los objetivos de la actividad. (...)" [John W. Cook, Ph. D., C.P.A., Gary M. Winkle, D.B.A., C.P.A., Auditoría, Nueva Editorial Interamericana, México 1988, página 399].

Algunos autores conciben la auditoría operativa como una función de claro corte organizacional:

"(...) la auditoría operativa o de gestión, elemento central del ámbito definido como auditoría de la organización, tiene por objeto el examen de la gestión de una empresa con el propósito de evaluar la eficacia de sus resultados con respecto a las metas previstas, los recursos humanos, financieros y técnicos utilizados, la organización y coordinación de dichos recursos y los controles establecidos sobre dicha gestión.

Auditoría que centra su atención en el concepto de eficacia de la dirección, en la medida de las desviaciones sobre los objetivos planteados y en la explicación de las mismas a través del examen y verificación del proceso administrativo que desarrolla la gestión, en base a los sistemas y programas empleados y según determinada estructura organizativa.

En definitiva, para que pueda ejercitarse esta auditoría se requiere que la organización planifique su actividad económica y disponga del presupuesto que concrete la misma. El cálculo y evaluación de las desviaciones sobre los resultados esperados definir la eficacia de las unidades de gestión, de los centros de responsabilidad de la empresa, así como la adecuación de los planes, programas y presupuestos elaborados.

En conclusión, la auditoría operativa verifica la eficacia del sistema de dirección de la empresa y la eficiencia de la organización. Eficacia y eficiencia que son dos principios básicos de la economía empresarial y en los que se basan las normas y principios de la auditoría económica, en consecuencia, los correspondientes a la operativa. (...)" [Eduardo Bueno Campos. Los principios de la auditoría operativa. Contaduría Universidad de Antioquia, número 4, marzo de 1984, página 128].

Las consecuencias profesionales de la evolución

En la medida en la cual la auditoría interna se separó de la evaluación del sistema contable, lo fue haciendo también de la profesión de la contaduría pública.

Al comprometerse en la evaluación de la gestión, tan compleja como la misma empresa e interesarse, bajo el prisma de la eficiencia, en problemas ajenos al reconocimiento de los hechos económicos, la preparación académica necesaria se tornó multidisciplinaria. Al punto que ya no es posible sostener que el contador público goza privativamente de la idoneidad para ello. Veamos:

"(...) La auditoría operacional no es privativa del contador público, ni tiene que ser desarrollada por un profesional independiente. (...)" [Instituto Mexicano de Contadores, supra, página 24].

Valga la pena indicar que no solo la profesión contable admite el ejercicio de la auditoría interna por otros profesionales. En algunos países el legislador mismo así lo ha aceptado:

"No constituye ejercicio profesional de la contaduría pública el desempeño de las siguientes actividades: llevar libros y registros de contabilidad; formular balances de comprobación o estados financieros; actuar como auditor interno; preparar informes con fines internos; preparar e instaurar sistemas de contabilidad; revisar cuentas y métodos contables con el propósito de determinar la eficacia de los mismos." [Congreso de la República de Venezuela, Ley de ejercicio de la contaduría pública, artículo 9º].

Los contadores públicos, aunque en poca medida como ya se explicó, sin duda son los profesionales que con más ahínco han estudiado la teoría general de la auditoría, en lo que, en consecuencia, aún superan a otros. Pero, de otro lado, carecen del conocimiento específico de los negocios, lo que les resta idoneidad, dando lugar a debates, como el que citamos atrás sobre la profesión de los revisores fiscales.

EL CONTROL Y LAS PROFESIONES

Definitivamente, la problemática del control no es exclusiva de los contadores públicos. El control ha sido incorporado dentro de las acciones básicas de la administración, del empresario, al punto que se sostiene, no solo que él es el responsable primario del mismo, sino que sin acciones de control jamás habrá éxito.

Para satisfacer las múltiples perspectivas que el control debe encarar, se hace necesario recurrir a diversas disciplinas. Así lo ha reconocido el legislador al regular las distintas profesiones.

En el mismo sentido The Institute of Internal Auditors estipula:

"(...) 220. Knowledge, Skills, and Disciplines

The internal auditing department should possess or should obtain the knowledge, skills, and disciplines needed to carry out its audit responsibilities.

 .01 The internal auditing staff should collectively possess the knowledge and skills essential to the practice of the profession within the organization. These attributes include proficiency in applying internal auditing standards, procedures, and techniques.

 .02 The internal auditing department should have employees or use consultants who are qualified in such disciplines as accounting, economics, finance, statistics, electronic data processing, engineering, taxation, and law as need to meet audit responsibilities. Each member of the department, however, need nor be qualified in all of these disciplines. (...)" [The Institute of Internal Auditors, Standards for The Professional Practice of Internal Auditing, Florida 1987, página 12].

La Administración de Empresas

Cierto proyecto de ley ha desatado una gran polémica. Mientras algunos pretenden conquistar nuevos ámbitos profesionales - en lo cual se identifican con los de otras disciplinas que en el pasado han hecho lo mismo -, otros aterrados recalcan la importancia de centrarse en lo específico y la necesidad de reconocer que el empresario no necesariamente debe gozar de una especial calidad profesional.

El debate puede ser tardío. La ley 60 de 1981, Por la cual se reconoce la Profesión de Administración de Empresas y se dictan normas sobre su ejercicio en el país, determinó:

" Artículo 1º.- Entiéndese por Administración de Empresas, la implementación de los elementos y procesos encaminados a planear, organizar, dirigir y controlar toda actividad económica organizada para la producción, transformación, circulación, administración o custodia de bienes o para la prestación de servicios."

"Artículo 3º.- En ejercicio de la profesión de Administración de Empresas se pueden realizar entre otras las siguientes actividades:

a) La implementación de los diversos elementos que integran la mecánica y la dinámica administrativa moderna en el ámbito empresarial;

b) La elaboración y puesta en práctica de los sistemas y procedimientos administrativos tendientes a que la dirección empresarial aproveche lo mejor posible sus recursos con el propósito de lograr una alta productividad de los mismos y pueda así alcanzar sus objetivos económicos y sociales; (...) 
A su vez, el decreto reglamentario 1872 de 1985, precisó:

"Artículo 1º El artículo 28 del decreto 2718 del 2 de noviembre de 1984 por el cual se reglamenta la Ley 60 de 1981 sobre el ejercicio de la profesión de Administración de Empresas quedará, así:

Artículo 28.- Las áreas en las cuales pueden ejercer la actividad los Administradores de Empresas, en forma individual o asociada son las que se definen a continuación:

a) La implantación, en una unidad organizada de producción, de transformación, de circulación, de administración de bienes o de prestación de servicios, del proceso administrativo en sus fases mecánica y dinámica de sus elementos constitutivos de planeación, organización, dirección y control, a fin de coordinar sus recursos humanos, materiales y técnicos, en función de sus objetivos y fines institucionales;

b) La elaboración y puesta en marcha de los sistemas, procedimientos, métodos manuales, reglamentos y programas administrativos, tendientes a que la dirección empresarial de una unidad organizada aproveche lo mejor posible sus recursos, con el propósito de lograr una alta productividad de los mismos y poder alcanzar sus objetivos económicos y sociales; (...)"

Las normas transcritas reproducen el entendimiento en boga, universal, sobre el proceso administrativo y, sin duda, habilitan a los Administradores de Empresas para la ejecución de la llamada auditoría operativa.

Otras profesiones

Sería largo citar aquí todas disposiciones legales que de una manera u otra facultan a ciertos profesionales para adelantar gestiones de control. Pero, para dejar bien claro que el control no es patrimonio de algunas, citamos los siguientes casos:

- Arquitectura

Decreto 2090 de 1989, artículo 1º. "(...) Se entiende por interventoría el servicio prestado por un profesional o persona jurídica especializada, para el control de la ejecución del proyecto arquitectónico o de la construcción. El interventor es el representante de la entidad contratante durante todas las etapas del proyecto: planos, etapa previa, ejecución y liquidación. Las labores de interventoría son: (...) Interventoría administrativa. El interventor velará por el cumplimiento del contrato del constructor y supervigilará el avance de la obra para lograr que ella se desarrolle según el programa y el presupuesto previamente aprobados. Vigilar además el cumplimiento de las pólizas de garantía, los pagos de prestaciones sociales, pagos de carácter fiscal a los organismos nacionales y municipales y demás obligaciones legales y contractuales.

El interventor autorizar las entregas de dineros al constructor y revisar los gastos que éste haga a fin de que los dineros sean invertidos en la forma más eficiente; autorizar la contratación de los diferentes capítulos de la obra y supervisar la administración de los contratos. El interventor aprobará el pago de las cuentas a subcontratistas, trabajadores o proveedores, según las normas establecidas en los contratos y a las disposiciones que ordene la ley. El interventor supervisar el almacén de la obra y exigirá al constructor los inventarios, libros y comprobantes que permitan el adecuado control.

El interventor revisará y aprobará los extractos contables periódicos que presente el constructor con el objeto de verificar el pago correcto de las sumas a cargo de la obra. (...)"

- Biología

Decreto 2531 de 1986, artículo 1º, literal d). Corresponde a los biólogos el " Estudio, planeación, proyección, especificación, dirección, fiscalización, contratación, inspección, supervigilancia, ejecución y evaluación de obras materiales que se rijan por la ciencia o técnica biológica (...) "

- Economía

Ley 37 de 1990, artículo 11, numerales 4º y 5º. Se requiere, entre otras, la calidad de economista " Para certificar la viabilidad económica y social en la elaboración y evaluación de proyectos de inversión de los sectores públicos y privados. " y " En la elaboración de estudios con miras a la asignación de precios, tasas, tarifas, incentivos o subsidios. "

- Instrumentación quirúrgica

Decreto 2435 de 1991, artículo 1º. Se entiende por Supervisión, "El conjunto de actividades de vigilancia y control tendientes a garantizar un óptimo desarrollo de las funciones que competen a la instrumentación quirúrgica, tanto dentro como fuera del quirófano. "

- Química

Ley 53 de 1975, artículo 2º, literal d). Está reservado a los profesionales en Química, " Efectuar ensayos y análisis químicos para controlar la calidad y los procedimientos de fabricación; desarrollar métodos y técnicas de análisis;"

- Técnico Electricista

Decreto 991 de 1991, artículo 1º Constituye ejercicio de esta profesión " La vigilancia e instrucción a los auxiliares e instaladores, en la ejecución de pruebas, tomas de lecturas, regulación de instrumentos, anotación de observaciones, aseguramiento de condiciones y normas de seguridad, inspección y comprobación del trabajo terminado en instalaciones eléctricas, máquinas eléctricas, equipo eléctrico y accesorios electrónicos de producción, distribución y consumo de energía eléctrica. "

Conclusión

Una pequeña reflexión sobre el significado de la idoneidad profesional, de la cual se deriva el establecimiento de ámbitos de trabajo, llevar rápidamente a concluir que el control de las actividades está reservado a los profesionales que, a su vez, podrían ejecutarlas. No podría ser otra manera, pues carecería de sindéresis pretender que, por ejemplo, los médicos vigilarán a los ingenieros de sistemas en lo tocante al desarrollo de aplicaciones lógicas.

A CERCA DE LA INTERPRETACION DE LAS LEYES

En el caso que nos ocupa, la Junta Central de Contadores, por vía de doctrina, ha interpretado la expresión auditoría interna, utilizada por la Ley 43 de 1990, recurriendo exclusivamente al elemento gramatical de la norma.

El entendimiento de las palabras utilizadas en un contexto técnico

La Junta Central de Contadores ha invocado, para interpretar la expresión auditoría interna, el sentido que la misma tiene dentro de la profesión contable.

Bien dudoso es, a la luz de los nuevos hechos, de su matiz de profesión distinta que ya tiene en algunos países, que la auditoría interna pueda estimarse como propia de la profesión contable.

Además, frente a la amplísima definición acogida por la Junta, respecto de la cual lamentablemente no cita la fuente, puede oponerse la del Diccionario para Contadores de Eric L. Kohler [UTEHA, México 1982], conforme a la cual:

" auditoría interna [internal audit(-ing)] La actividad de evaluación interna, relativamente independiente, responsable de la revisión de la efectividad de los registros, de los controles y de las operaciones contables, generalmente dentro de una organización, que sirven a la gerencia como un servicio protector y constructivo, que es ejecutado como una función staff¯ por los empleados de la compañía, la cual constituye un elemento importante de control interno, que no debe confundirse con las operaciones de línea, como, por ejemplo, las de preauditoría de comprobantes, que forma parte de los procedimientos normales de trabajo dentro de una organización (véase comprobación interna) ni tampoco con el trabajo de auditoría de los contadores públicos (externos). (...)" [página 46].

Así, lo que para la Junta es lo que " en especial " examina un auditor interno, para Kohler es el todo, lo que pone en duda que pueda sostenerse la definición acogida por la Junta como aquella que recoge el sentido que la profesión contable, toda ella y no una de sus corrientes, le asigna al término en cuestión.

El elemento lógico

¨¿Cuál era el problema que quería resolver el legislador con la norma consagrada en el artículo 13 de la ley 43 de 1990? Esta pregunta debe resolverse pues la interpretación correcta ha de tener en cuenta el principio de causalidad entre el conflicto y la solución adoptada.

En la ponencia para primer debate ante el Senado de la República del proyecto de ley 236-S, 39-C de 1984 [Anales del Congreso, año XXVIII, número 189, miércoles 20 de noviembre de 1985] se lee:

"(...) 7. En vista de las innovaciones y reclamos formulados por profesionales, estudiantes y por las propias universidades, respecto a la escasez de trabajo para los profesionales de la Contaduría, lo que provoca la absoluta frustración económica y la imposibilidad de desarrollar sus conocimientos en la materia, se ha llegado a la conclusión de que el mal no radica en la falta de una preparación intelectual, ni de experiencia, ni menos aún de pretendidos monopolios del ejercicio profesional en pocas manos, sino fundamentalmente en la falta de una ecuación o equilibrio respecto a la oferta y la demanda de trabajo profesional que ocasiona graves situaciones que se han denunciado y que llevan a la búsqueda de soluciones realmente improcedentes.

Coincidimos en que las verdaderas soluciones a un desequilibrio en cuanto al mercado de servicios en lo relativo a la oferta y la demanda, no pueden ser otras, en ésta como en numerosas profesiones, que la de buscar fuentes de trabajo que rompan ese desequilibrio; pero es además indispensable que se capte el problema desde sus orígenes, para concluir en que el aumento excesivo en el número de profesionales, causa fundamental de este problema, no puede curarse sino mediante la intervención del Estado conforme a los mandatos de la Constitución Nacional, artículo 76, ordinal 11, en concordancia con el artículo 32 de la Constitución  Nacional, para racionalizar la producción de expertos que no se vean desempleados.

Mediante esta intervención del Gobierno por mandato de la ley, debe dictar las disposiciones encaminadas a impedir el ingreso y la profesionalización de un número irracional de aspirantes al título de Contador, en la medida en que el país no requiere de sus servicios en esa actividad.

Dentro de los marcos constitucionales, es posible crear restricciones administrativas tendientes a racionalizar el ejercicio profesional prohibiendo la proliferación de más universidades o institutos dedicados a la enseñanza contable o restringiendo el número de ingreso de personas a dicho estudio, en la forma más técnica, basada en los estudios que deba producir los organismos competentes. (...)

El artículo 13, es precisamente el encargado de ampliar a las máximas posibilidades el ejercicio profesional del Contador Público. (...) "

Tenemos entonces que el problema fundamental era el de la excesiva oferta de profesionales. No, que bien distinto sería, el que se advirtiera el ejercicio profesional indebido de ciertas actividades por quien no tuviera la calidad de contador público.

La especialidad de las normas profesionales

Antes de seguir adelante conviene, brevemente, anotar que cada estatuto profesional constituye un conjunto de normas especiales, que, en consecuencia, no son ni pueden ser derogadas por otras, también especiales.

No solo por aplicación de las reglas que rigen la sucesión de las leyes en el tiempo, sino, sobre todo, porque la idoneidad no es algo que pueda perderse por la simple expedición de una norma, ya que aquella no deriva de la norma sino de la preparación académica. Adquirida esta se adquiere un derecho que difícilmente puede admitirse que decaiga luego.

La necesidad de acudir al elemento sistemático

A la luz de las reglas de la hermenéutica jurídica, la interpretación amplia de la Junta no es adecuada, en especial porque se ha pretermitido dar cabida al elemento sistemático de la norma.

"(...) Savigny distingue cuatro elementos en la interpretación: Gramatical, lógico, histórico y sistemático, los cuales no deben considerarse aisladamente sino analizarse en forma conjunta para lograr una genuina interpretación.

(...) Elemento sistemático.- Este método hace hincapié en la íntima conexión o enlace entre todas las normas jurídicas que constituyen el ordenamiento jurídico. Cuando exista una norma oscura, ambigua, contradictoria, habrá que tener en consideración que no es una norma aislada, sino que forma parte de un conjunto o sistema jurídico. Los artículos 30 y 32 del C.C. colombiano se refieren al contexto para ilustrar el sentido de cada una de las partes de la norma, y especialmente al espíritu general de la legislación y a la equidad natural. Las normas son componentes de un capítulo y éste de un título, la unión de títulos forma un libro y la reunión de libros integra el Código, que, a su vez, es parte de un ordenamiento jurídico cuyas bases están contenidas en la Constitución Nacional.

(...) Como conclusión, debemos expresar lo siguiente:

a) Una correcta interpretación debe tener en cuenta los distintos métodos según el caso.

b) La interpretación debe comenzar por un análisis gramatical, ya que las leyes se hacen mediante escrito y, por ende, hay que indagar su sentido lingüístico. Ahora bien, si esto no es suficiente, el intérprete deber buscar la voluntad del legislador al momento de hacerse la ley, y si esto no ayuda a la solución del caso, no tendrá más alternativa que interpretarla de conformidad con las exigencias sociales vigentes en el momento en que va a aplicar la ley. Desde luego que el juez no puede crear el derecho, pero sí adaptarlo a las nuevas circunstancias (nova et vetera). En este sentido, es muy útil el estudio de la economía, la sociología, la historia, la geopolítica, y en general todas las disciplinas sociales, y

c) El intérprete debe considerar que cada sistema jurídico obedece a una estructura y tiene unas bases ideológicas establecidas en la Constitución Nacional y, por consiguiente, con este criterio deber buscar el sentido de las normas jurídicas que haya de aplicar. (...)" [República de Colombia, Ministerio  de Justicia, Hermenéutica Jurídica - Curso de Capacitación para Jueces de la República, Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. Bogotá 1988, páginas 175 a 178].

El sentido restringido en que debe entenderse la norma

Tenemos entonces que la ley 43 de 1990 es reglamentaria de la profesión de contador público. Que la especificidad de la disciplina está claramente prevista en el artículo 35 de la misma. Que los ámbitos de trabajo son reservados en función de la idoneidad profesional. Que la ley asigna a diversas profesiones distintas actividades de vigilancia. En consecuencia, las enumeraciones del artículo 13 deben referirse, necesariamente, a las actividades que coincidan con dicha especificidad. El intérprete no puede pretender cobijar funciones para las cuales se requerirían o serían admisibles otras calidades profesionales, como serían las propias de la auditoría interna operacional.

De manera que el mencionado artículo 13 debe entenderse que alude a la auditoría interna financiera, pues esta es la que coincide con la preparación académica del contador, es a ella que se refieren los diccionarios especializados, solamente respecto de ella puede admitirse que se obraría con idoneidad y, no cabe duda, es la única que no entra en colisión con el ámbito de otras profesiones.

Finalmente, bueno es indicar que los literales a) y b) del numeral 1º del artículo 13 de la ley 43 de 1990, no pueden entenderse como normas separadas, lo que, nuevamente, violaría el elemento sistemático de la norma.

Conforme a la intelección de la Junta, que salta a la vista en la trascripción que se hace de su circular omitiendo la referencia a la auditoría externa, resultaría que la expresión del literal a) que dice "(...) para las cuales la ley o el contrato social así lo determinan." no tiene efecto alguno, puesto que el auditor interno tendría que ser contador público en todas las entidades privadas, así la ley o el contrato no impongan tal cargo. Esta lamentable repetición solo puede ser resuelta concluyendo que, con relación a este punto concreto, el literal b) únicamente pretende dejar en firme los nombramientos anteriores a la vigencia de la ley.
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